

SENTENCIA NÚMERO: CIENTO UNO
En la ciudad de Córdoba, a los cinco días del mes de julio de dos mil diecisiete, siendo las doce y quince horas, se reúnen en Acuerdo Público los Señores Vocales integrantes de la Sala Contencioso Administrativa del Excmo. Tribunal Superior de Justicia, Doctores Domingo Juan Sesin, Sebastián López Peña y María Marta Cáceres de Bollati, bajo la Presidencia del primero, a fin de dictar sentencia en estos autos caratulados: "DAVILA, AUGUSTO CAYETANO C/ CAJA DE JUBILACIONES PENSIONES Y RETIROS DE CÓRDOBA - PLENA JURISDICCIÓN - RECURSO DE CASACIÓN" (Expte. N° 1518107), fijándose las siguientes cuestiones a resolver:

PRIMERA CUESTIÓN: ¿Es procedente el recurso de casación?

SEGUNDA CUESTIÓN: ¿Qué pronunciamiento corresponde dictar?

Conforme al sorteo que en este acto se realiza los Señores Vocales votan en el siguiente orden: Doctores Domingo Juan Sesin, Sebastián López Peña y María Marta Cáceres de Bollati.

A LA PRIMERA CUESTIÓN PLANTEADA EL SEÑOR VOCAL DOCTOR DOMINGO JUAN SESIN, DIJO:

1.- La parte actora interpuso recurso de casación (fs. 53/56vta.), en contra del Auto Número Ciento doce, dictado por la Cámara Contencioso Administrativa de Segunda Nominación el dieciséis de abril de dos mil catorce (fs. 50/51vta.), mediante el cual se resolvió: "1.-Rechazar el recurso de reposición interpuesto por la parte actora, confirmando el decreto fundado de fecha dieciséis de diciembre de dos mil trece (fs. 36) en cuanto dispone que '…Que la presente causa no integra la competencia del Tribunal…'. 2.- Sin costas, atento la oficiosidad del trámite prevista para esta etapa procesal por el art. 11 C.M.C.A. …".

2.- Concedido el recurso por la Cámara a quo mediante el Auto Número Quinientos ocho de fecha veinte de noviembre de dos mil quince por las causales previstas en el artículo 45 incisos a) y b) de la Ley 7182 (fs. 61/62), se elevaron los autos a este Tribunal (fs. 67) y se dio intervención al Señor Fiscal General de la Provincia (fs. 68), expidiéndose el Señor Fiscal Adjunto en sentido adverso a la procedencia de la impugnación intentada (Dictamen CA             N° 156 de fecha 14 de marzo de 2016, fs. 69/72).

3.- La censura admite el siguiente compendio:

3.1.- Con base en el motivo formal de casación (art. 45 inc. b) de la Ley 7182), el recurrente considera que la Cámara no ha meritado los serios argumentos expresados en el recurso de reposición ni ha respetado lo alegado y probado en autos.

Entiende que efectuó un reclamo, que tratado como tal por la demandada, es rechazado cuando se dice textualmente "no hacer lugar al reclamo", de modo que no le quedaba otra opción -si su voluntad era la de impugnar esa decisión- que interponer recurso de reconsideración como lo hizo.

Destaca que no hay un nuevo recurso de reconsideración como se expresa en el fallo atacado, el recurso fue uno solo, la presentación efectuada fue un reclamo y así se consideró expresamente, por lo que la demanda se interpuso en tiempo y forma y no existe razón, motivo ni norma alguna que justifique la decisión adoptada.

Sostiene que no dejó firme acto alguno sino que se ajustó al trámite impuesto por la Administración y efectuó las presentaciones pertinentes en tiempo y forma.

3.2.- Con apoyo en el motivo sustancial de casación (art. 45 inc. a) de la Ley 7182), el casacionista sostiene que ha habido una errónea aplicación de la ley sustantiva o de la doctrina legal, ya que se interpreta que debió suponer y considerar que la Resolución Número 000036 no rechazaba su reclamo, sino un supuesto recurso de reconsideración y, consecuentemente, debió iniciar demanda.

Recuerda que el veintisiete de marzo de dos mil trece solicitó a la demandada la inmediata restitución de la suma de dinero que le fuera descontada en el recibo de haberes del mes de febrero de dos mil doce bajo el rubro "beneficios pagados" y que con fecha veintidós de marzo de dos mil trece es notificado de la resolución que dispuso no hacer lugar al reclamo administrativo, por lo que, consecuentemente, interpuso recurso de reconsideración contra dicho decisorio.

Explica que cumplió ese camino de impugnación de acuerdo a lo establecido por la Ley 8024 y según la dirección que le dio la Caja demandada al procedimiento, pues es la Administración la que tiene a cargo la conducción del procedimiento (art. 7 de la Ley 6658).

Afirma que si la propia Administración en cumplimiento de su obligación de dirección del procedimiento, dispuso resolver el reclamo efectuado por su parte como tal, no le quedaba más remedio que efectuar las presentaciones que corresponden en función de esa dirección. Cita el artículo 176 de la Constitución Provincial.

Manifiesta que el fallo que impugna sostiene erradamente que el mandamiento de pago correspondiente al mes de febrero de dos mil doce constituye un acto firme e incontrolable judicialmente (vid "Reclamo" IV fs. 12 y vta.), lo cual -a su entender- no puede sostenerse, pues las órdenes de pago consisten en liquidaciones que de no ser recurridas surten efectos para lo abonado en el período de que se trata, pero no puede equiparárselo a un acto administrativo en el que se exterioriza una voluntad respecto de qué rubros y sobre la base de qué montos se abonarán las mensualidades en forma permanente.
Considera que este concepto de acto administrativo no es oponible al administrado menos en el caso donde la Administración resuelve el pedido efectuado considerándolo como un reclamo para el futuro.

Refiere que recibe mensualmente sus haberes con las modificaciones y/o alteraciones que la demandada les impone, muchas veces sin aclaración alguna lo que no puede entenderse que constituya un acto administrativo, en el sentido que la ley requiere para considerar que una petición ha sido resuelta en forma negativa.

Destaca que enterado de los descuentos producidos en su haber, realizó un reclamo. Añade que nadie puede ignorar que sin que medie un acto administrativo explicativo, el titular de un beneficio previsional no tiene obligación de conocer cómo se compone su haber tanto respecto de los montos como de los conceptos incluidos o excluidos, por ello advertido por cualquier razón de que se le está liquidando de menos su haber, es lógico que reclame su recomposición estando limitado únicamente a los períodos no prescriptos.

Relata que concretamente decidió hacer el reclamo de que se trata, en virtud del descuento de su haber ya que nunca fue notificado de ninguna deuda concreta, detallada y específica que existiera para con la demandada conforme surge de autos.

Estima que la posición asumida por el Tribunal importa para su parte una denegación de justicia, pues invocando razones formales como la supuesta existencia de acto administrativo consentido que no existe, el Tribunal omite pronunciarse sobre el fondo de la cuestión. Cita normas constitucionales vulneradas (arts. 14, 17, 18 y 33, Const. Nac. y 8 de la Convención Americana de los Derechos del Hombre).

Sostiene que el artículo 11 de la Ley 7182 se limita a establecer si el asunto corresponde o no a la jurisdicción, excluyendo de ese modo todo pronunciamiento extraño a esa cuestión, por lo que no aparece razonable la resolución impugnada que le niega la mínima reparación que pretendía con argumentos aparentes, impidiéndole la instancia judicial.

Concluye que debe tenerse en cuenta que en caso de duda habrá que estar por la habilitación de instancia, por aplicación del principio de "in dubio pro habilitate instantiae" aplicable a este caso.
3.3.- Finalmente denuncia que los vicios señalados configuran una causal para la interposición del recurso extraordinario federal por arbitrariedad ya que, de acuerdo a la doctrina de la Corte, se dieron como fundamento pautas de excesiva latitud en sustitución de normas directamente aplicables y se sustentó el fallo en afirmaciones dogmáticas, que violan la garantía del debido proceso legal (arts. 18 y 33 de la Constitución Nacional). Cita jurisprudencia.
Destaca que el Auto impugnado vulnera el derecho a la jurisdicción, el principio de legalidad, de igualdad y el derecho de propiedad (artículos 14, 16, 17, 18 y 19 de la Constitución Nacional).
Precisa que la resolución resulta manifiestamente "arbitraria" en el sentido técnico jurídico que la Corte Suprema atribuye a esta expresión, por lo que corresponde que el Tribunal impida que se concrete, rectificando la decisión adoptada para no provocar un mayor desgaste jurisdiccional, ante la ostensible y manifiesta arbitrariedad que se denuncia. Es por ello que deja planteada su inconstitucionalidad.
Formula reserva del caso federal (art. 14 de la Ley 48).
4.- A fojas 73 se dictó el decreto de autos, el que firme y consentido (fs. 74 y 76) deja la presente causa en condiciones de ser resuelta.

5.- La instancia extraordinaria local ha sido interpuesta en tiempo propio, contra un acto que pone fin a la acción y por quien se encuentra procesalmente legitimado a tal efecto        (arts. 45 y 46, Ley 7182).

Por ello, corresponde analizar si la vía impugnativa intentada satisface las demás exigencias legales atinentes a su procedencia formal y sustancial.

6.- Mediante el pronunciamiento recaído en la causa, el Tribunal de Mérito rechazó el recurso de reposición interpuesto por el actor y confirmó el decreto fundado de fecha dieciséis de diciembre de dos mil trece, que dispuso que la presente causa no integraba la competencia del Tribunal pues, contando el tiempo transcurrido desde la fecha de conocimiento indudable del acto administrativo impugnado -veintidós de marzo de dos mil trece, fs. 14- hasta el cargo de la demanda presentada con fecha veintiséis de septiembre de dos mil trece, la misma resultaba extemporánea por caducidad (art. 8, Ley 7182).

Contra dicho pronunciamiento alza su embate recursivo el actor en los términos referidos.

7.- En primer lugar, es dable señalar que el recurso de casación configura un medio extraordinario de impugnación de la sentencia por los motivos de derecho específicamente previstos en el ordenamiento procesal (art. 45 del C.P.C.A.), cuya fundamentación debe ser autónoma (art. 385, inc. 1° del C.P.C. y C., aplicable por remisión expresa del art. 13 de la Ley 7182).

A fin de cumplir dicho recaudo, el recurrente debe impugnar idóneamente los argumentos que respaldan el fallo y explicar en base a los presupuestos del pronunciamiento, en qué ha consistido la infracción que le atribuye, cuál es su influencia en el dispositivo y cómo y porqué éste debe variar. La crítica aludida debe ser completa, pues si omite referirse a elementos esgrimidos en el resolutorio que sean capaces de sustentarlo, el recurso será improcedente (cfr. DE LA RÚA, Fernando, El Recurso de Casación, Bs. As. 1968, Editor Víctor P. de Zavalía, pág. 464).

En suma, es un requisito de ineludible cumplimiento para quien invoca un vicio in iudicando o in procedendo, la completa y acabada impugnación del pronunciamiento que ataca, en función del principio de especificidad que gobierna a los recursos extraordinarios.
8.- Con esa proyección y a fin de analizar la viabilidad de la crítica, es importante realizar un repaso de lo acontecido en la causa:

a) Con fecha veinte de febrero de dos mil ocho, se dicta la Resolución Número 281928 que dispone reajustar el beneficio previsional del actor mediante el cómputo de los servicios desempeñados en la Universidad Nacional de Catamarca, conforme informes que obran en el Expediente Administrativo Número J-70644 - SAC 1642062 y en la que se decide que se descontaría de la retroactividad y de quedar saldo, se retendría mensualmente la deuda que el reclamante mantiene con la Caja, por prestar servicios en incompatibilidad luego de jubilado (cfr. fs. 111/112, expte. adm. citado). No hay constancia de su notificación en el expediente. Puede entenderse que el actor conoció el acto desde que comparece (fs. 113 del expte. adm.). No se fijan en esta Resolución montos o sumas concretas a descontar.

b) Con fecha veintisiete de marzo de dos mil doce, tras percibir concretamente el descuento, el actor presenta un Reclamo Administrativo (fs. 12/13vta.) y solicita la inmediata restitución de la suma de dinero que le fuera descontada en el recibo de haberes del mes de febrero de dos mil doce bajo el rubro "beneficios pagados".

c) Con fecha ocho de marzo de dos mil trece la demandada responde a este Reclamo y dicta la Resolución Número 000036 que resuelve "No hacer lugar al Reclamo Administrativo" interpuesto por el Señor Dávila, pues en el año dos mil uno se detectó que continuó en actividad por fuera del régimen de compatibilidad previsto en la Ley 8024, lo cual generó la deuda que mantiene con la Institución de la cual se le informara, notificándosele que se le descontaría en cuotas a partir de febrero de dos mil doce.

d) Con fecha veintidós de marzo de dos mil trece, se notifica al actor la Resolución Número 000036 por lo que con fecha dos de abril de dos mil trece, la impugna, interponiendo Recurso de Reconsideración y solicitando efecto suspensivo.

e) El veinticuatro de julio de dos mil trece se dicta la Resolución Número 000493 que resuelve "Rechazar el Recurso de Reconsideración…" -énfasis agregado- reiterando que en el año dos mil uno se detectó que el actor continuó en actividad fuera del régimen de compatibilidad previsto en la Ley 8024, oportunidad en la cual, se propició la confección de la deuda respectiva. Agrega que en noviembre de dos mil once se le informó al interesado la deuda que mantenía con la Institución y que la misma sería descontada por recibo en cuotas.

f) El actor consideró así agotada la vía administrativa y con fecha veintiséis de septiembre de dos mil trece se plantea la demanda contencioso administrativa solicitando se declare la nulidad de la Resolución Número 000036 y su confirmatoria la Resolución Número 000493 ambas dictadas por el funcionario en ejercicio de la Presidencia de la Caja.

9.- El repaso detenido de las actuaciones y la confrontación entre los argumentos expuestos por la Juzgadora y los reproches opuestos al fallo por el recurrente, conducen a adelantar un criterio favorable a la procedencia de la censura intentada, pues, las particulares circunstancias que caracterizan la base fáctica de la causa, dan sustento a la interpretación propuesta por el recurrente respecto de cómo agotó en el caso la vía administrativa, y porqué, en ese marco, la demanda interpuesta no puede ser considerada extemporánea.

Como se ha sostenido de manera constante en la jurisprudencia de los Tribunales del Fuero (Sent. 22 del 31/07/1997 "Álvarez..."; Sent. 72 del 06/11/1997 "Aliaga, Agustín...", entre muchas), la materia contencioso administrativa se configura sólo en presencia de resoluciones dictadas en ejercicio de función administrativa por autoridades con facultad para decidir en última instancia y que resuelvan o hayan tenido oportunidad de resolver sobre el fondo de la cuestión o derecho vulnerado, según se trate de acto denegatorio expreso o presunto (T.S.J., A.A.I.I. 12/1982 "Sodicor...", 166/1982 "Suc. R. Tato...", entre otros), o que la denegatoria formal del recurso emanada de dicha autoridad no haya quedado consentida al impugnar fundadamente el recurrente los concretos motivos aducidos para ello por la Administración (T.S.J., A.A.I.I. 212/1982 "Bustos de Sabena...", 210/1984 "Empr. Grau y Cerrito...", 145/1985 "Banco Hipotec. Nacional...", 350/1986 "Coop. Agropec. ...", entre otros) y que la demanda haya sido incoada en tiempo propio, en definitiva, que la resolución impugnada y objeto del proceso "cause estado", esto es que presente la posibilidad de ser recurrida por la vía contencioso administrativa; si desaparece la posibilidad de la interposición del recurso contra la resolución administrativa, sea por consentimiento o vencimiento del término, ésta se transforma en decisión administrativa firme (FIORINI, B. A., ¿Qué es el Contencioso?, Capital Federal 1965, págs. 216/217), conceptos que han sido ratificados por la jurisprudencia de este Tribunal en vigencia de la Ley 7182.

A la luz de estos conceptos y en función de las constancias objetivas de la causa, le asiste razón al recurrente cuando cuestiona lo resuelto por el Tribunal, que en opinión coincidente con el Señor Fiscal de Cámara, señala "…la pretensión puesta en acto importa la impugnación de un acto administrativo que se encuentra consentido y firme, sea éste el que reajusta la jubilación por la deuda del actor por cobro de haberes en incompatibilidad (Resolución 281928 de fecha 20/02/08 fs. 111/112, de la que el actor se notifica el 26/08/08, fs. 116), o aquellos de aplicación particular, a partir de febrero de dos mil doce, por lo que la "reclamación" del administrado de fs. 144 puesta el 27/03/12, no puede revivir derechos que nacen limitados en el tiempo y que han fenecido por falta de ejercicio oportuno…" (fs. 36 y 38).

Es que, no se trata en este caso, de la impugnación tardía de un acto firme y consentido, antes bien, como lo destaca el actor al reponer (fs. 38) y luego vuelve a insistir en esta instancia de casación, la vía administrativa ha sido correctamente agotada según el procedimiento que marcó la propia Administración y, consecuentemente, la demanda interpuesta se dedujo en término (cfr. fs. 53/56).

En efecto, el actor con fecha veintisiete de marzo de dos mil trece, solicitó mediante reclamo administrativo la inmediata restitución de la suma de dinero que le fuera descontada en su recibo de haberes del mes de febrero de dos mil doce (fs. 12/13vta.).
De los términos de dicho reclamo o petición, no surge la voluntad del interesado de cuestionar la Resolución Número 281928, sino que sólo se ha limitado a solicitar a la Administración que se restituya el monto descontado.

En este sentido, cabe indicar que no se está ante un supuesto en que vencidos los plazos para deducir el recurso de reconsideración, se intente por vía de un "reclamo administrativo", traer a la instancia del control judicial de la actividad administrativa un conflicto de intereses que se deriva de un acto que se encuentra firme y consentido por caducidad de la vía impugnativa.

No puede equipararse este caso a aquéllos en donde la Administración, en el curso del procedimiento administrativo, se ha visto obligada a la reconducción del reclamo como recurso de reconsideración, encausando la voluntad impugnativa por la única vía administrativa autorizada por la ley vigente, para que el accionante pueda cuestionar sustancialmente las decisiones administrativas particulares productoras de los pretendidos agravios, aunque luego se arribe a la conclusión que correspondía su rechazo por resultar extemporáneo (cfr. precedentes de esta Sala Sent. 52/2004 "Serman...", Sent. 43/2005 "Piermarteri..."; Sent. 51/2005 "Manzotti..."; Sent. 67/2006 "Abratte...", Sent. 38/2007 "Varsi…", Sent. 48/2008 "Arri...", entre otras), las circunstancias objetivas analizadas, al igual que sucediera en la causa "Buteler…" (Sentencia N° 99/2011), descartan la supuesta analogía.
10.- En este caso, el Señor Dávila sólo se ha limitado a reclamar a la Administración  que se restituya el monto descontado, por lo que la Resolución Número 281928, si bien es un acto administrativo firme, consentido y ejecutado (fs. 38), resulta ajeno a la litis.

Como es sabido, el reclamo administrativo es un pedido que se presenta ante el órgano que ejerce la función administrativa, para provocar la emisión de un acto, la modificación de una situación de hecho, o bien, para reparar el agravio patrimonial en forma lisa y llana, sobre un asunto respecto del cual no ha mediado una declaración de voluntad administrativa previa (conf. de mi autoría, El procedimiento administrativo en Córdoba, pág. 483).

La Resolución Número 281928 no se había expedido con relación a los montos de las diferencias de haberes, de modo que faltaba una fehaciente declaración administrativa sobre lo adeudado en concepto de incompatibilidad. Este tema, recién se exterioriza a partir de la presentación formulada con fecha veintisiete de marzo de dos mil trece, a la cual la Administración respondió dictando la Resolución Número 000036, que dispuso "…No hacer lugar al Reclamo Administrativo interpuesto…".

Contra dicha decisión, el actor interpone el recurso de reconsideración del dos de abril de dos mil trece (fs. 18/20), que es rechazado por la Administración mediante la Resolución Número 000493 que agota la vía administrativa, dando lugar a la interposición de la acción de plena jurisdicción con fecha veintiséis de septiembre de dos mil trece, claramente en término.

Consecuentemente, si bien es cierto que "...la firmeza de un acto administrativo no puede ser destruida más tarde por el ejercicio del derecho de petición, ya que éste no puede tener la virtud de abrir la reconsideración de actos definitivos y firmes y menos aún de posibilitar el acceso a la revisión administrativa y jurisdiccional después de haber consentido por el transcurso del tiempo legal para recurrir, el marco legal y la decisión administrativa pertinentes..." (cfr. doctrina de Sentencias Nro. 18/1996 "Theaux de D'Intino..."; Nro. 37/1996 "Aguirre, Sara..."; Nro. 48/1996 "De Piano de Gatti..."; Nro. 49/1996 "Cestac de Vallejos..."; Nro. 107/2000 "Ceballos, Ramón..."; Nro. 133/2000 "Acuña, Néstor..."; Nro. 122/2001 "Cuello de Vélez..."; Nro. 54/2002 "Herrera, Sergio..."; Nro. 72/2002 "Camiletti, Humberto..."; Nro. 74/2002 "Hernández de Belletti...", entre otras), en el sub lite, este principio se encuentra garantizado ya que el derecho de petición ha sido ejercido en debida forma por el actor, sin intención de revisar ningún acto consentido previo.

11.- A la luz de estas constancias fácticas, y como bien lo destaca el actor, no puede la Cámara entender, sustituir o confundir la presentación de fecha veintisiete de marzo de dos mil trece con un recurso de reconsideración, cuando fue tratada expresamente como un reclamo administrativo por la propia Administración al rechazarlo por Resolución Número 000036.

El recurso de reconsideración planteado en autos, cuestionó la Resolución Número 000036 de fecha dos de abril de dos mil trece (fs. 18/20), tal como fue expresamente entendido por la Administración al rechazarlo mediante la Resolución Número 000493            (fs. 23/24). No se trata entonces, como lo estima la Cámara, de un nuevo o segundo recurso de reconsideración que se aparta del procedimiento y que "…no aparece fundado sobre base objetiva alguna…" (fs. 51), antes bien, es la impugnación que da lugar al agotamiento de vía según marcó el camino la propia Caja demandada y habilita la presentación en término de la demanda.

Es que, aun cuando se entendiera que debió impugnarse el acto de aplicación particular a partir de la orden de pago de febrero de dos mil doce, lo cierto es que -como se dijo en reciente precedente de esta Sala ("Oyola…" Sent. 40/2017)- resulta insoslayable considerar el comportamiento administrativo respecto del agotamiento de vía, en el cual se observa que a la solicitud pidiendo la restitución de la suma que le fuera descontada en dicho mandamiento, la propia Administración le dio el "curso de reclamo" y lo rechazó como tal.
Esa calificación y dirección del procedimiento a cargo de la demandada (fs. 54vta.), indujo al actor a optar por el camino impugnatorio seguido, pues sólo cabía contra la Resolución Número 000036, que rechazaba su "reclamo" -en orden a lograr la causación de estado- interponer recurso de reconsideración (fs. 18/20), que luego como tal, se rechazó mediante la Resolución Número 000493 (fs. 23/24).

12.- En el sub lite, tanto la intención explicitada en los cauces formales escogidos como la actuación de la Administración, justifica que el actor haya considerado que estaba debidamente agotada la instancia administrativa.

Cabe señalar que en la etapa procesal de la "habilitación de instancia", la hermenéutica de la ley adjetiva debe ser guiada por la directriz conforme a la cual, la ley debe ser aplicada razonablemente en favor de la habilitación de la instancia, interpretando restrictivamente las causas de inadmisibilidad, permitiendo subsanar algunos defectos procesales y armonizando las instituciones del proceso administrativo con el derecho de defensa en juicio de los administrados y del Estado (GRAU, Armando E. en Habilitación de la instancia contencioso administrativa, Editora Platense, La Plata 1971, pags. 135 y vta. y doctrina de esta Sala en Sent. Nro. 4/1994 "Expreso Parmigiani…").

De allí que, la censura casatoria expuesta por el recurrente debe ser admitida para no vulnerar la exigencia del adecuado servicio de justicia que es presupuesto de la garantía contenida en el artículo 18 de la Constitución Nacional.

13.- La tutela administrativa y judicial supone la posibilidad de ocurrir ante los Tribunales de Justicia e incluso, ante las autoridades administrativas competentes y, obtener de ellos, sentencia o decisión definitiva relativa a los derechos de los particulares o litigantes (Fallos 310:276 y 937; 311:208, entre otros), pronunciada en un tiempo razonable, esto es útil a sus intereses. Pero, requiere por sobre todas las cosas, que no se prive a nadie arbitrariamente de la adecuada y oportuna tutela de los derechos que pudieren eventualmente asistirle sino por medio de un proceso o procedimiento, conducido en legal forma y que concluya con el dictado de una sentencia -o decisión- fundada (Fallos 310:1819 y sentencias dictadas in re "Astorga Bracht, Sergio y otro c/ COMFER C dto. 310/98 s/ amparo ley 16.986" -Fallos 327:4185-; "Losicer, Jorge Alberto y otros c/ BCRA - Resol. 169/05" -Fallos 335:1126-) y "Bonder Aaron (Emperador Compañía Financiera S.A.) y otros c/ B.C.R.A. s/ resol. 178/93" del 19/11/2013).
La Corte Interamericana de Derechos Humanos en el caso "Cantos v. República Argentina..." del veintiocho de noviembre de dos mil dos, al referirse a las garantías judiciales de los artículos 8.1 y 25 del Pacto de San José de Costa Rica, ha dicho que "...Esta disposición de la Convención consagra el derecho de acceso a la justicia. De ella se desprende que los Estados no deben interponer trabas a las personas que acudan a los jueces o tribunales en busca de que sus derechos sean determinados o protegidos. Cualquier norma o medida del orden interno que imponga costos o dificulte de cualquier otra manera el acceso de los individuos a los tribunales, y que no esté justificada por las razonables necesidades de la propia administración de justicia, debe entenderse contraria al precitado artículo 8.1 de la Convención...".

Por lo demás es operativo en el caso el principio pro actione, explicitado enfáticamente  por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (Informe 105/99, Caso 10.194, 29/09/1999) en el sentido de que el derecho a la tutela judicial efectiva "...impide que el acceso a la justicia se convierta en un desagradable juego de confusiones en detrimento de los particulares. Las garantías a la tutela judicial efectiva y al debido proceso imponen una interpretación más justa y beneficiosa en el análisis de los requisitos de admisión a la justicia, al punto que por el principio pro actione, hay que extremar las posibilidades de interpretación en el sentido más favorable al acceso a la jurisdicción...". Se trata de brindar la mayor garantía y promover la interpretación más favorable al ejercicio del derecho de acción y, por lo tanto, asegurar, en lo posible -más allá de las dificultades de índole formal- una decisión sobre el fondo de la cuestión objeto del procedimiento, de allí que, en el sub lite, no cabe propiciar otra solución que no sea sino la de habilitar la instancia del control judicial.

14.- Las reflexiones expuestas brindan sustento a la procedencia de la censura y eximen de mayores consideraciones, por lo que en definitiva procede hacer lugar al recurso de casación interpuesto por el actor, casar el decisorio dictado por la Cámara a quo mediante el cual se rechazó el recurso de reposición y, consecuentemente, sin necesidad de reenvío       (art. 390, C.P.C. y C., aplicable por remisión del art. 13, C.P.C.A.), declarar que la presente causa corresponde a la jurisdicción contencioso administrativa, por los mismos fundamentos expresados para hacer lugar al recurso.
15.- Tratándose de un recurso interpuesto en la etapa de habilitación de instancia, no procede imponer costas dado la inexistencia de parte vencida. Ello sin perjuicio del derecho a honorarios que pudiera corresponder a los profesionales intervinientes, los que serán a cargo de su comitente.
Así voto.

A LA PRIMERA CUESTIÓN PLANTEADA EL SEÑOR VOCAL DOCTOR SEBASTIÁN LÓPEZ PEÑA, DIJO:


Adhiero al voto del Señor Vocal preopinante, quien a mi juicio ha expresado los fundamentos necesarios para resolver en forma correcta la presente cuestión.

A LA PRIMERA CUESTIÓN PLANTEADA LA SEÑORA VOCAL DOCTORA MARÍA MARTA CÁCERES DE BOLLATI , DIJO:

Considero que las razones dadas por el Señor Vocal Doctor Domingo Juan Sesin deciden correctamente la presente cuestión y, para evitar inútiles repeticiones, compartiendo sus fundamentos y conclusiones, voto en igual forma.

A LA SEGUNDA CUESTIÓN PLANTEADA EL SEÑOR VOCAL DOCTOR DOMINGO JUAN SESIN, DIJO: 

Corresponde: I) Hacer lugar al recurso de casación interpuesto por la parte actora                  (fs. 53/56vta.), en contra del Auto Número Ciento doce dictado por la Cámara Contencioso Administrativa de Segunda Nominación, el dieciséis de abril de dos mil catorce (fs. 50/51vta.) y, en consecuencia, dejarlo sin efecto.

II) Declarar que la presente causa corresponde a la jurisdicción contencioso administrativa.


III) No imponer costas atento el estadio procesal (art. 11, Ley 7182). 


IV) Disponer que los honorarios profesionales de los Doctores Roberto L. Olmedo y Cecilia Juárez -parte actora-, por la labor desarrollada en esta instancia, sean regulados por el Tribunal a quo, en conjunto y proporción de ley, si correspondiere (arts. 1 y 26 de la Ley 9459), previo emplazamiento en los términos del artículo 27 ib., en el treinta y uno por ciento (31%), del mínimo de la escala del artículo 36 de la Ley Arancelaria (arts. 40 y 41 ib.), teniendo en cuenta asimismo las pautas del artículo 31 ib..

Así voto.
A LA SEGUNDA CUESTIÓN PLANTEADA EL SEÑOR VOCAL DOCTOR SEBASTIÁN LOPEZ PEÑA, DIJO:


Estimo acertada la solución que da el Señor Vocal preopinante, por lo que adhiero a la misma en un todo, expidiéndome en consecuencia, de igual forma.

A LA SEGUNDA CUESTIÓN PLANTEADA LA SEÑORA VOCAL DOCTORA MARÍA MARTA CÁCERES DE BOLLATI, DIJO:


Voto en igual sentido que el Señor Vocal Doctor Domingo Juan Sesin, por haber expresado la conclusión que se desprende lógicamente de los fundamentos vertidos en la respuesta a la primera cuestión planteada, compartiéndola plenamente.


Por el resultado de los votos emitidos, previo acuerdo, el Excmo. Tribunal Superior de Justicia, por intermedio de su Sala Contencioso Administrativa, 

RESUELVE: 


I) Hacer lugar al recurso de casación interpuesto por la parte actora (fs. 53/56vta.), en contra del Auto Número Ciento doce dictado por la Cámara Contencioso Administrativa de Segunda Nominación, el dieciséis de abril de dos mil catorce (fs. 50/51vta.) y, en consecuencia, dejarlo sin efecto.

II) Declarar que la presente causa corresponde a la jurisdicción contencioso administrativa.


III) No imponer costas atento el estadio procesal (art. 11, Ley 7182). 


IV) Disponer que los honorarios profesionales de los Doctores Roberto L. Olmedo y Cecilia Juárez -parte actora-, por la labor desarrollada en esta instancia, sean regulados por el Tribunal a quo, en conjunto y proporción de ley, si correspondiere (arts. 1 y 26 de la Ley 9459), previo emplazamiento en los términos del artículo 27 ib., en el treinta y uno por ciento (31%), del mínimo de la escala del artículo 36 de la Ley Arancelaria (arts. 40 y 41 ib.), teniendo en cuenta asimismo las pautas del artículo 31 ib..

Protocolizar, dar copia y bajar.-

Se deja constancia que el Señor Vocal Doctor Sebastián López Peña ha emitido opinión en estos autos, pero no suscribe la presente en razón de encontrarse en uso de licencia, siendo de aplicación el artículo 120, 2° párrafo del Código Procesal Civil y Comercial, por remisión del artículo 13 de la Ley 7182. Oficina, cinco de julio de dos mil diecisiete.-
MARÍA MARTA CÁCERES de BOLLATI
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